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REFERENCE: SPB/SHD/UH/ff
CUESTIONARIO PARA LOS ESTADOS: PLANES DE ACCIÓN NACIONAL SOBRE 

LAS EMPRESAS Y LOS DERECHOS HUMANOS
Los Estados están invitados a completar este cuestionario para proporcionar al Grupo de Trabajo sobre la cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas información clave que le ayude a llevar a cabo su mandato.

El Grupo de Trabajo fue establecido por el Consejo de Derechos Humanos en su resolución 17/4 en 

2011. El Consejo encomendó al Grupo de Trabajo, entre otras cosas, promover la divulgación y aplicación efectiva y global de los “Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para proteger, respetar y remediar” ; identificar, intercambiar y promover las buenas prácticas y lecciones aprendidas sobre la aplicación de los Principios Rectores; y apoyar el fomento de la capacidad y, cuando se le solicite, brindar asesoramiento y recomendaciones.

Los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos fueron aprobados por unanimidad por el Consejo de Derechos Humanos en 2011 (A/HRC/RES/17/4) y se han convertido en el punto de referencia mundial para prevenir y abordar los impactos adversos sobre los derechos humanos derivados de actividades de proyectos empresariales.

Este cuestionario tiene como objetivo obtener información actualizada y precisa sobre las políticas existentes, legislación, iniciativas y planes de los Estados que servirán de base y ayuda para los esfuerzos del Grupo de Trabajo para elaborar orientación sobre planes de acción nacional para la aplicación de los Principios Rectores. Las áreas de política destacadas en este cuestionario están entre las que el Grupo de Trabajo considera especialmente críticas para la aplicación efectiva de los Principios Rectores. 
El Grupo de Trabajo solicita que los Estados hagan sus aportaciones respondiendo al cuestionario y las envíen por correo electrónico a wg-business@ohchr.org, a ser posible, antes del 30 de junio de 2014. El Grupo de Trabajo tratará la información recibida de los Estados como confidencial a menos que el Estado autorice al Grupo de Trabajo a compartir las respuestas en público, en sus informes y en su página web dedicada a los planes de acción nacional: http://www.ohchr.org/EN/Issues/Business/Pages/NationalActionPlans.aspx.

Si la respuesta es “sí” a cualquiera de las preguntas a continuación, el Grupo de Trabajo agradecería que se proporcionasen más detalles, referencias o enlaces a las políticas pertinentes, legislación, regulación o documentos en un anexo, a ser posible.
Información de contacto (s) y divulgación
1. Se ruega indicar información de la persona de contacto pertinente en caso de que el Grupo de Trabajo tenga preguntas de seguimiento.
2. Por favor confirme si el Grupo de Trabajo puede incluir el nombre del Estado en la lista de los que respondieron al cuestionario.

3. Por favor, indique si la información presentada puede publicarse o si debe ser anónima.

Planes de acción nacional sobre las empresas y los derechos humanos
4. ¿Ha tomado el Gobierno medidas para aplicar los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos desde que fueron aprobados por unanimidad por el Consejo de Derechos Humanos en junio de 2011?
5. ¿Se incluye en estos esfuerzos un plan para elaborar o actualizar un plan de acción nacional sobre las empresas y los derechos humanos o sobre la aplicación de los Principios Rectores? Si no, por favor continúe con la pregunta 6.
a. Si es así, y si el plan de acción nacional se ha hecho público, por favor proporcionar los enlaces a los documentos pertinentes.

b. Si es así, o si hay planes para elaborar un plan de acción nacional para aplicar los Principios Rectores, ¿qué comité, departamento o agencia gubernamental es responsable de la supervisión de los mismos?

c. Si el gobierno está elaborando o actualizando un plan de acción nacional, ¿cuándo se hará pública esta información?

Alineación de los marcos existentes sobre RSE con los Principios Rectores
6. ¿Existen políticas, programas o reglamentos nacionales específicos de responsabilidad social de las empresas (RSE)?

a. Si es así, ¿se hace referencia en estos documentos específicamente a cuestiones de derechos humanos?  y en caso afirmativo, ¿a qué cuestiones?
b. ¿Quién dirige las políticas de RSE dentro del Gobierno? ¿quién está involucrado en el desarrollo de esas políticas?
7. ¿Hacen referencia los programas, políticas o regulaciones de RSE del Gobierno explícitamente a los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos?

a. En caso afirmativo, especifique cuáles y cómo se ha hecho referencia a ellos
b. Si no, ¿está planeando el Gobierno alinear los programas, políticas y reglamentos de responsabilidad social de las empresas con los Principios Rectores?

Requerimientos de presentación de informes y de gobernanza empresarial
8. ¿Ha adoptado el Gobierno alguna política u otras medidas con respecto a la presentación de informes por parte de las empresas sobre cómo tratan sus impactos adversos reales y potenciales sobre los derechos humanos, de conformidad con los Principios Rectores?
a. Si no, ¿proporciona el Gobierno orientación sobre un subconjunto específico de cuestiones de derechos humanos, por ejemplo sobre los derechos laborales o los derechos sobre la tierra? Por favor, especifique cuáles y las normas concretas con las que las empresas deben cumplir.
9. ¿Existen directrices en su país para alentar a las empresas a que informen sobre sus impactos  y riesgos sobre los derechos humanos?

a. En caso afirmativo, ¿cuántas empresas suelen hacerlo?
10. ¿Existen leyes en su país que exijan a las empresas informar sobre sus impactos y riesgos sobre los derechos humanos?
11. Con respecto a lo anterior, si existen esas políticas, directrices o leyes, ¿se aplican a todas las empresas o sólo a ciertos tipos de empresas (es decir, empresas estatales, sociedades cotizadas, etc.)?
12. Con respecto a lo anterior, ¿consultó el Gobierno con las empresas, la sociedad civil, inversores u otras partes interesadas en el desarrollo de estas políticas, directrices o leyes?
13. ¿Es el compromiso de respetar los derechos humanos una exigencia explícita o implícita cuando las empresas cotizan en la bolsa de valores?
La contratación pública
14. ¿Ha tomado el Gobierno medidas para incluir cuestiones de derechos humanos en los procesos y los marcos de la contratación pública?
15. ¿Tiene el Gobierno requisitos de diligencia debida en materia de derechos humanos con respecto a la contratación pública?

a. En caso afirmativo, sírvase indicar en qué áreas (e.g. el trabajo infantil, el trabajo forzoso y libertad de asociación; la discriminación de género, la mano de obra inmigrante, la tierra; el consentimiento libre, previo e informado), sectores o categorías (e.g. la prestación de servicios públicos privatizada).

Las empresas públicas o controladas por el Estado
16. ¿Se exige que las empresas estatales informen sobre los riesgos y/o impactos sobre los derechos humanos?
a. En caso afirmativo, ¿sobre qué temas se requiere que informen esas empresas?
17. ¿Tienen las instituciones financieras públicas o controladas por el Estado (e.g. agencias de crédito de exportación o bancos de desarrollo) políticas de salvaguardia que se refieran a los derechos humanos?

a. En caso afirmativo, ¿tienen requisitos de diligencia debida en materia de derechos humanos con respecto a actividades o clientes que reciben apoyo financiero o asistencia técnica?

b. En caso afirmativo, ¿sobre qué temas se requiere que informen estas empresas?
Las empresas que operan en el extranjero
18. ¿Han recibido instrucciones del Gobierno las embajadas en el extranjero para informar o asesorar sobre los riesgos e impactos sobre los derechos humanos de las empresas domiciliadas en su propia jurisdicción que operan en el extranjero, de conformidad con los Principios Rectores?
19. ¿Se exige a las empresas que informen si disponen de procedimientos de debida diligencia (e.g. evaluaciones de los riesgos e impactos en los derechos humanos) para afrontar y gestionar los impactos sobre los derechos humanos de sus filiales, negocios conjuntos u otros intereses comerciales en el extranjero?
Concesión de licencias
20. ¿Se requiere que las evaluaciones de impacto ambiental y social que las empresas necesitan presentar para obtener una licencia ambiental o permiso de operación incluyan preguntas específicas sobre los impactos sociales y en los derechos humanos?

a. En caso afirmativo, ¿qué tipo de cuestiones?
b. Si no, ¿por qué no?

Política de inversiones
21. Se ruega indicar si el proceso de preparar y negociar acuerdos internacionales de inversión (como los TBI, los ALC o los acuerdos de cooperación económica con disposiciones sobre inversiones) incluye consultas con:

a. los ministerios/organismos/instituciones gubernamentales (incluyendo las instituciones nacionales de derechos humanos) que tienen conocimiento de las obligaciones internacionales de derechos humanos del Estado y de los Principios Rectores sobre la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos; u
b. otras partes interesadas que podrían informar al Estado sobre la importancia de las obligaciones de derechos humanos en los acuerdos internacionales de inversión.
c. Ninguno de los anteriores.

22. Se ruega indicar si el equipo responsable de negociar contratos entre el Estado y los inversores es informado por/de:

a. los ministerios/organismos/instituciones gubernamentales (incluyendo las instituciones nacionales de derechos humanos) que tienen conocimiento de las obligaciones internacionales de derechos humanos del Estado y de los Principios Rectores sobre la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos; o

b. potenciales implicaciones negativas en los derechos humanos de la inversión propuesta, incluyendo evaluaciones de impactos en los derechos humanos realizadas;

c. Ninguno de los anteriores.

23. Se ruega indicar si la política de inversiones del Estado tiene en cuenta / toma como base los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos en:

a. la promoción de la entrada de inversión extranjera; y
b. el apoyo a empresas nacionales para invertir en el extranjero.
Alineación de los organismos internacionales de desarrollo y asistencia técnica
24. Para países donantes: ¿Incluyen cuestiones de empresas y derechos humanos en sus políticas de asistencia al desarrollo?
a. Si es así, ¿se incluyen alguna de las siguientes opciones? por favor especifique cuáles y añada otras si procede: formación general; formación para fiscales y jueces; capacitación de agencias gubernamentales y personal que supervisan licencias ambientales y sociales; formación de pequeñas y medianas empresas; diálogos entre múltiples partes interesadas nacionales y locales; fondos de reparación de víctimas; empoderamiento de las ONGs locales que monitorean la conducta corporativa; empoderamiento de las ONGs que trabajan con los gobiernos y empresas, así como las víctimas; documentación de casos y buenas prácticas; revisión y formulación de planes de acción nacionales; y Puntos Nacionales de Contacto de la OECD.
Alineación de las políticas de desarrollo
25. Se ruega indicar si los planes de desarrollo nacional y local hacen referencia a los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos para identificar y afrontar los impactos adversos potenciales sobre los derechos humanos de las políticas y programas gubernamentales.
26. ¿Se requiere que los beneficiarios de financiación de instituciones financieras/bancos nacionales de desarrollo lleven a cabo debida diligencia sobre impactos y riesgos de los derechos humanos? 

Recursos judiciales
27. Se ruega indicar si las empresas pueden ser procesadas penalmente por abuso de los derechos humanos en virtud de las leyes nacionales correspondientes (Si es así, ¿se han presentado casos ante los tribunales nacionales?)

28. ¿Se permite presentar ante los tribunales nacionales casos contra las empresas por presuntos abusos de los derechos humanos que fueron cometidos en el extranjero (casos penales o civiles)? Si es así, ¿se han presentado casos ante los tribunales?
29. Por favor indique si el Gobierno presta asistencia (financiera o de otra índole) a las presuntas víctimas de abusos de derechos humanos relacionados con las empresas que intentan acceder a recursos judiciales.
Recursos no judiciales
30. Se ruega indicar si el Gobierno presta apoyo a los mecanismos de reclamación de carácter no judicial (e.g. Puntos Nacionales de Contacto de OCDE si procede) que permite acceso a recursos efectivos para las víctimas de los impactos adversos sobre los derechos humanos relacionados con las empresas
a. En caso afirmativo, ¿hay incentivos para que las empresas participen en los mecanismos de reclamación de carácter no judicial? 
31. Por favor, indique si la institución nacional de derechos humanos facilita la resolución de disputas, investigaciones o seguimiento de casos de presuntos abusos de derechos humanos relacionados con las empresas?
32. ¿Existen otros organismos o departamentos gubernamentales para promover o apoyar la resolución de disputas entre empresas y consumidores, trabajadores o comunidades locales?

Iniciativas de múltiples interesados
33. Se ruega indicar si el Estado participa en una o varias iniciativas con diferentes actores interesados sobre la cuestión de las empresas y los derechos humanos

a. En caso afirmativo, por favor especifique cuáles son. 

